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SALA SEGUNDA

Sección Tercera

ExcMos. sEñoREs:

Don Francisco Rubio Llorente
Don ,Joeé l,uis de los Mozos

y de los Mozoe

Don ,Joeé Gabaldón López

Núm. de Regiet ro;  L3/9L

ASUNTO: Recurso de amparo

int,erpuesto por doña Eva

Rodrlguez Acuña.

ÉOBBE: SenLencia de la Sala de

lo Social del Tribunal Supremo

de L2 de noviembre de 1990,

que eet,imó el recuroo de

caeación contra la dict,ada por

eI Juzgado de 1o Social número

2 de Tener i fe.

L,a Sección ha examinado el recurso de amparo int,erpuesto
por doña Eva Rodrfguez Acuña.

I . .  ANTECEDENTES

1.. Por escrito presentado en este Tribunal. el 3 de enero de

L99L, don Saturnino Estévez Rodrfguez, Procurador de loe

Tribunal€sr int,erpuso, en nombre y representación de doña Eva

Rodrfguez Acuña, recurso de amparo cont,ra la sent,encia de la

SaIa de lo Social del Tribunal Supremo de L2 de noviembre de

L990r gü€ estimó el recurso de casación i-nterpuesto contra la
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dicLada por eI Juzgado de 1o Social número 2 de Santa Cruz de
Teneri fe.

2. Los hechoe que dan lugar a la presente demanda de amparo
son, en Efntesia,  loe s iguientes:

a) IJa recurrente preetaba sus servicioB por cuenta de

la Empresa Municipal de Aguas de Sant,a Cruz de Tenerife deede

enero  de  L970.

b) El dfa I de noviembre de 1989 recibe carta de

despido en la gue Be le irnputaba dis¡ninución del rendimiento,

"deede hace muchos años". Formuló la oportuna demanda, que fue

est,imada por Sentencia det Juzgado de Io Social número 2 de
Sant,a Cruz de Tenerife. En esta Sentencia, ae declaraba la
nulidad radical del despido ya eüe¡ de un lado, Ioe hechoe

imputadoe en la cart,a de despido adolecfan de enorme vaguedad,

existiendo una falta casi absoLut,a de actividad probatoria
-sólo ae propuso por la demandada la prueba de confeeión-, Io
que pernitfa calif icar el despido de fraudulento; y¡ de otro,

conetataba eL Juez gue la verdadera finalidad pereeguida por la
empresa at acordar el despido no era otra que eludir la
obligación de satiefacer el complemento de peneión gue la

actora habfa de cauaar a partir de su próxima jubilación, 1o
que inducfa a pensar en la existencia de una finalidad

discrininatoria por razón de la edad.

c ) Cont,ra est,a sentencia, E e int,erpuso recurso de

caaación por la empresa demandada, est,imado por Ia $ala de Io

Social del Tribunal Supremo en sentencia de L2 de noviembre de
1.990 que corrigió la calif icación inicial del despido,
declarándolo improcedente.

3. El recurso de amparo se dirige contra esta úIt, ima

sentencia,  ent ,endiendo infr ingidos los artg,  L4 y 24,L C.E.

a) En primer térrninor afirma la recurrente que en la

sentencia inpugnada se produce un injuetificado cambio de

criLerio del Tribunal Supremo con respecto a la nulidad radical
de los despidos fraudulentos. EIlo produce una vulneración del

derecho a la tut,ela judicial efectiva sancionado en el art.
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b) En segundo lugarr s€ afirna vulnerado por el

Tribunal Supremo eI principio de igualdad consagrado en el art.

L4 C.g. al haber legitimado una discriminación por razón de la

edad. La acfora habrla eido despedida, en este eentido, para

evitaree la empresa las obligaciones que le incunben en eL

t,erreno aeistencial. Dado que est,as obligacionesr -€n concreto,

la coneervación por det,erminados t,rabajadores con cierta

ant,igüedad de derecho a un conplemento de peneión de
jubilacién- Ee encuentran l igadas a la edad, eI deepido Ee

ent,iende en últino término causado por la edad de Ia actora. Y
€Br en cgnsecuencia, diecriminatorio.

4. Por providencia de LL de febrero de 1991, la Sección
Tercera acordó, de conformidad con el art. 50.3 LOTC, conceder

a la demandante de amparo y al Minist,erio Fiscal plazo común de

diez dfae para que formulasen las alegaciones que estimaeen
pert,inent,ea en relación con la concurrencia de lae cauaas de

inadmis ib i t idad  de  Loe ar te .  50 .1 .a ) ,  en  re lac ión  con e l  a r t .
44 .2 ,  y  50 .1 .c )  LOTC.

Comparecida Ia recurrent,e, aporta certificación de la fecha

de not,if icación de'la reeolución impugnada. En relación con la

causa de inaünieión del  ar t .  50.1.c) ,  re i tera sustancialmente

las alegaciones realizadas en Ia demanda de amparo.

5. El Minist,erio Fisca1 no se pronuncia sobre Ia cauaa de

inadmisión del art. 50 . 1. . a ) LOTC -lirnit,ándoee a af irmar la

inexiet,encia de acreditación de 1a fecha de not,if icación-.

Respecto a la cauea del  ar t .  50.L.c)  LOTC, af i rma gue concurre

al no poderee siquiera sospechar la existencia de

diecr iminación contrar ia al  ar t .  L4 C.E. al  no ofreceree

t,érmino de comparación suficiente.
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I I .- FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Una vez acreditada fehacientemente La fecha de

notif icación de la últ ima resolución recafda en eI proceso,

hemoe de linitar nuestro análisis a la posible concurrencia de

la causa de inadmieibi l idad del  ar t .  50.1.c)  de la Ley Orgánica

de eet,e Tribunal. Causa de inaünisibil idad eü€r efect,ivamente,

concurre en este supuesto al no poder aceptarse La exiet,encia

de ninguna de las v io laciones de los arte.  24.L y L4 C.E. que

se denuncian en eI recurso de amparo.

2. Se afirma, en primer términor gü€ la SenLencia del
Tribunal Supremo impugnada es contraria al art. 24.L C.E. al
haberee eeparado de Ia doctrina que ant,eriormente venfa
aplicando a los llamados despidos fraudulentos. Con a¡nparo en
el derecho a la t,ut,ela judicial efectiva se imputa, en
definit,iva, aI Tribunal Supremo un in just,if icado ca¡nbio de
crit,erio reepecto a pronunciamientos ant,eriores en loe que Ee
declaraba la nulidad radical del despido fraudulento.

No ea posibler 's in embargo, admit i r  la exietencia de esta
violación. 8n efecto, como este Tribunal ha declarado

reit,eradament,e, la efect,iva exist,encia de desigual aplicación
de la l ,ey contrar ia al  ar t .  L4 C.E. -o,  s i  se pref iere,  a l  arL.
24.L C.E, (STC 9L/90)-  requiere no sólo que un miemo órgano
judicial haya aplicado solucionee distintas a eupuestoe

idént,icos sino que ea preciso además que el ca¡nbio de crit,erio
carezca de una juetificación razonable que irnpida entender que

Ia aeparación del criterio mant,enido con ant,erioridad reeponda

a un arbitrario voluntarismo selectivo de1 órgano judicial. En
eete contextor aunque se pudiera aünitir que las eituacionee

resueltas por anteriores Sentencias de1 Tribunal Supremo que 6e

comparan en el recurso fueran idénticae a Ia contemplada por la
Sentencia impugnada, resultarfa inpoeible entender que est,a

última haya infringido ningún precepto constitucional por

haberse eeparado de la doctrina anterior. En efecto, de su
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lecüura se deeprende inequfvocamente que el órgano judicial

conoce Ia evolución de au jurisprudencia eobre deepidoe

fraudulentoe. Const,ata, en concretor gu€ ha exietido una

evolución desde los primeros pronunciamientos, apreciando Ia

exiet,encia de una Lendencia cada vez más reetrictiva en J.a

aplicación de eeta cat,egorfa por las razonea que 6e aducen y

eituándose, en fin, en la lfnea interpret,ativa sentada por loe

últirnoe pronunciamientos. Evidentemente, elIo excluye cualquier

infraccién del derecho a una aplicación igual de la ley -o a la

tutela judicial efect,iva- pues aparece explicitada con claridad

una justif icación razonada del cambio de criterio que 6e

denuncia. i luet,if icación que es, además, razonable puee es claro
que ni el derecho a la iguatdad en Ia apticación de la ley ni

eI derecho a la tut,ela judicial efectiva pueden irnpedir que loe

Tribunalee vayan fijando paulat,inamente la interpretación que

corresponda a la legalidad ordinaria, aunque exietan

evoluciones en sus plant,eamientoe.

3.  Tampoco en f in la vulneración del  ar t .  L4 C.E. que se

denuncia preeent,a consietencia suf icient,e para juet,if icar la

adnieión a trárnite del recurao. Af irma 1a recurrent,e gue su

despido ha de considerarse discriminatorio aL haberse realizado

con la finalidad de defraudar las obligaciones que la empresa

habfa aeumido en el terreno de la Seguridad soeial voluntaria
-mejora de la preetación de jubilación-. Desde este punto de

vieta, aparece, a E¡u juicio, una discriminación por razón de la
edad.

Sin embargo, como señala el Minigt,erio Fiscal en sus

alegacioneo, no ae preeent,a un t,érmino de comparación válido
que just,if ique la existencia de discrininación por razón de la
edad. No ea posible, de un lado, admitir que La actora haya

sido diEcri¡ninada con respecto a aquellos trabajadores gu€,

habiendo alcanzado la edad de jubilación, han coneolidado el

derecho toda vez que estos, según se nos dice, sf han podido
jubilaree, Con reapecto a ellos, Ia causa del traLo dietinto no

éfrr en modo alguno, la edad eino la existencia deL despido
-cuya ilegit,irnidad ya ha sido eancionada en eI proceso
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Por ot,ra parte, 6i el término de comparación han de Ber loE

t,rabajadores de menor edad a los que no ae deepide porque no

mant,ienen Ia misma expectativa gue Ia actora en relación con la

mejora volunt,aria, no se acredit,a una apariencia que permit,a

soepechar de forma suf iciente l-a existencia de discriminacj.ón.

L¡a exietencia del complemento de pensión conservado sólo por

los trabajadoree de cj.erta antigüedad no conduce necesariamente

a eeta concluei.ón ni en atención a Ia edad de la actora ni en

función de su estado de salud -que nada tiene que ver con una
prestación complement,aria que se no6 deecribe como de
jubilación-. Tampoco en fin, se acredita la existencia de ot,ras
práct,icae diecriminatorias en relación con loe trabajadores de

edad avanzada que permitan confirmar una eoepecha de

diecriminación que l-os datos suministradoe por la recurrente no
generan. En consecuencia, a fal"ta de un térrnino válido de

comparación, no puede afirmarse la violación del principio de

no diecriminación y procede inadmitir el preeent,e recurso de

amParo.

En virtud de todo lo expuesto, la Sección acuerda

inadrniaión del recurso y eI archivo de las act,uaciones.

Madrid, ocho de abril de mil novecientos noventa y uno.
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